MEMORIA DE ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO DEL PROYECTO DE REAL DECRETO SOBRE PRODUCTOS FERTILIZANTES.

A) OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA

1.- NECESIDAD Y OPORTUNIDAD DE LA NORMA PROYECTADA.

Antecedentes

El Real Decreto 506/2013, de 28 de junio, sobre productos fertilizantes establece la normativa básica en materia de productos fertilizantes, no considerados como “abonos CE” y las normas necesarias de coordinación con las Comunidades Autónomas. 

La evolución del progreso técnico y científico ha facilitado el desarrollo de nuevos productos fertilizantes para los que hay que adaptar el marco legislativo vigente. 

Necesidad

Como se ha expuesto, la evolución del progreso técnico y científico ha permitido el desarrollo de productos fertilizantes que incorporan microorganismos cuya acción es facilitar la disponibilidad de nutrientes para la planta, lo que obliga a una revisión en profundidad del Real Decreto 506/2013, de 28 de junio, para su incorporación al Registro de productos fertilizantes. El establecimiento de tipos genéricos para prever la heterogeneidad de especies con eficacia fertilizante, así como preservar la confidencialidad de los procesos industriales y el dinamismo de la investigación, son las razones que favorecen la ampliación del ámbito del citado registro. Todo ello, deberá venir respaldado por una información fidedigna de eficacia y seguridad, como se detalla en el nuevo anexo VIII, que se crea a tal efecto.

Por todo ello, es necesario actualizar los anexos, para incluir nuevos tipos (anexo I) y nuevos residuos para la fabricación de abonos y enmiendas (anexo IV), junto con las modificaciones que todo ello conlleve en cuanto a la identificación y etiquetado (anexo II), métodos de análisis para estos nuevos productos (anexo VI), y requisitos específicos de los productos fertilizantes elaborados con microorganismos, para su inscripción en el Registro de productos fertilizantes (nuevo anexo VIII).
Oportunidad
La propuesta y aprobación del real decreto son necesarios, dado, por una parte, que el proyecto, tiene por objeto, como se ha indicado anteriormente, la actualización de los tipos de productos, lo que permitirá la puesta en el mercado de los nuevos productos fertilizantes, con el consiguiente efecto positivo para los agricultores y para la industria elaboradora, y, por otra, tras la entrada en vigor de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas es necesario adaptar a la misma, lo antes posible, el procedimiento de inscripción en el Registro de productos fertilizantes y sustituir las referencias a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, por las correspondientes en la nueva regulación.
Por lo expuesto, procede la tramitación de este proyecto en estos momentos.

2.- FINALIDAD.

Los principios estratégicos de esta iniciativa son los siguientes:

a) Incluir nuevos tipos de productos fertilizantes.

b) Y posibilitar su pronta comercialización.

3.- ALTERNATIVAS

Al tratarse de modificar la normativa básica en materia de fertilizantes, se hace necesaria su elaboración con rango de real decreto, de tal forma que no hay alternativas de actuación.

B) CONTENIDO, ANÁLISIS JURÍDICO Y DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN.

1.- ESTRUCTURA Y CONTENIDO.
El proyecto consta de un artículo único, tres disposiciones transitorias, una disposición final y tres anexos.

El artículo único consta de 13 apartados, para:

- prever, en el artículo 14, que el fabricante, en los productos con componentes orgánicos, ha de velar por el mantenimiento de la composición, riquezas y demás características garantizadas del producto final y asegurarse de que éste siguen cumpliendo las condiciones especificadas en la regulación prevista en el anexo V, mediante análisis de control con periodicidad, al menos, trimestral en estos casos.

- añadir un nuevo artículo 18 bis, con los microorganismos que pueden formar parte de un producto fertilizante, que deberán cumplir los requisitos del nuevo anexo VIII.

- Modificar el título del artículo 19 y su apartado 1 para prever los valores máximos de microorganismos patógenos de los productos que contengan materias primas de origen orgánico, animal, vegetal o microbiano.

- Añadir un párrafo al final del artículo 20, para aclara que en el caso de los tipos del apartado 3 del grupo 4 del anexo I, sólo se aplicará a aquellos productos que contengan en su composición materias orgánicas de origen animal o vegetal.

- Modificar el título del Capítulo V para relacionarlo al Registro de productos fertilizantes elaborados con materiales de origen orgánico o con microorganismos”.

- Modificar el apartado 1 del artículo 21 para clarificar que los productos fertilizantes incluidos en alguno de los grupos 2, 3, y 6 o en apartado 4 del grupo 4 “Productos especiales basados en microorganismos” del anexo I sólo podrán ser puestos en el mercado si previamente han sido inscritos en el Registro de productos fertilizantes de la Dirección General de Producciones y Mercados Agrarios del Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente, a que se refiere el artículo 25. Asimismo, es preciso modificar el apartado 4 de dicho artículo para prever el plazo para resolver y notificar la resolución (tres meses, ampliables), y el sentido desestimatorio del silencio administrativo (de acuerdo con el segundo párrafo del artículo 24 de la Ley 39/2015, dado que el uso de productos fertilizantes implica el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente).

- Modificar el apartado 1 del artículo 24 y sus subapartados e), f), g), h), l) y m), para incluir las necesarias menciones en el modelo de solicitud a los microorganismos. También se modifica el apartado 2 de dicho artículo para establecer que la solicitud a la que se refiere el apartado 1 se presentará en el Registro General del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente o en los lugares previstos en el artículo 16 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.
- En la disposición final segunda especificar que se faculta al Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente para aprobar los modelos normalizados de solicitud señalados en el capítulo V.

- Modificar el anexo I para incluir los nuevos tipos.

- Modificar el anexo II para incluir las menciones correspondientes a los nuevos tipos de productos.

- Suprimir en el apartado 4 del Anexo III, la siguiente frase: “Contenido en ácidos orgánicos: 20% del valor declarado hasta un máximo del 3% en valor absoluto.”

- Modificar el anexo VI, que se sustituye por el que figura como anexo II del real decreto.

- Cambiar, en el apartado e) del Anexo VII, la mención al artículo 35 por la relativa al apartado 5 del artículo 31.

- Incluir el nuevo anexo VIII (Requisitos específicos de los productos fertilizantes elaborados con microorganismos, para su inscripción en el Registro de productos fertilizantes), por referencia al anexo III del proyecto.

La Disposición transitoria primera prevé el plazo de comercialización.

La Disposición transitoria segunda contempla el plazo de etiquetado.

La Disposición transitoria tercera establece que la futura norma no será aplicable a las solicitudes de inscripción, modificación o renovación en el Registro de productos fertilizantes que estuvieran en tramitación y pendientes de resolución en el momento de la entrada en vigor del real decreto.
La Disposición final única contempla que el real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado.”
Los 3 anexos contemplan la sustitución de los anexos I y VI, y la adición del nuevo anexo VIII en el real Decreto 506/2013, de 28 de junio.

2.- ANÁLISIS JURÍDICO.

Se adopta la forma de real decreto por modificar normativa básica de igual rango que ha de proporcionar los preceptos elementales en materia de fertilizantes, para una adecuada coordinación con las comunidades autónomas y en aplicación de los correspondientes reglamentos comunitarios. Además, por tratarse de una norma de marcado carácter técnico se puede desarrollar por norma reglamentaria en lugar de Ley, como así se recoge en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
Introducción de nuevos conceptos jurídicos

El real decreto no introduce nuevos conceptos jurídicos.
Atribuciones y mandatos

No se contemplan nuevas atribuciones o mandatos.

Tabla de vigencias y derogaciones

No se deroga norma alguna, solo se modifica el Real Decreto 506/2013, de 28 de junio, en la forma antes expuesta.

3.- CONSULTAS Y PROCEDIMIENTO DE ELABORACIÓN.
En la tramitación preceptiva de este proyecto se ha realizado consulta a las Comunidades Autónomas y a las entidades representativas del sector.

Se dispone del informe de las Secretarías Generales Técnicas de los Departamentos proponentes, del informe del entonces Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (actual Ministerio de la Presidencia y para las Administraciones Territoriales) sobre la adecuación del proyecto al orden de distribución constitucional de competencias, y de la aprobación previa del entonces Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas (actual Ministro de Hacienda y Función Pública). En dicha aprobación previa se realizan dos sugerencias, una relativa a la valoración de la adecuación del proyecto a los principios de buena regulación del artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Pública, y otra a lo que el artículo 23 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, prevé en su actual redacción, para la entrada en vigor de las normas.

La norma se adecúa a dichos principios, pues es necesaria y eficaz (para garantizar los derechos de los ciudadanos y el medio ambiente), es el instrumento adecuado para proteger los fines perseguidos (productos de calidad y no dañinos para el medio ambiente o la salud);  se prevé la mínima regulación precisa, coherente con el resto del ordenamiento jurídico, nacional y de la Unión Europea, y contempla un marco normativo estable, predecible, integrado, claro y de certidumbre, que facilita su conocimiento y comprensión y, en consecuencia, la actuación y toma de decisiones de las personas y empresas; siendo posible que los ciudadanos accedan a la documentación (comités de expertos, etc.), habiendo participado los interesados en la elaboración de la norma  a través de las audiencias; y no se contemplan cargas nuevas. Sin perjuicio de ello, como dicha ley no le es de aplicación a este proyecto, no se estima preciso incluir un párrafo al efecto en el preámbulo de la norma.

Y respecto de la entrada en vigor, aunque no sea de aplicación a este proyecto el artículo 23 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre (en redacción dada por la Ley 40/2015, de 1 de octubre), es preciso que la misma sea inmediata, sin esperar a los plazos previstos en el citado artículo 23, pues la evolución del progreso técnico y científico ha facilitado el desarrollo de nuevos productos fertilizantes para los que hay que adaptar el marco legislativo vigente. Sin la pronta entrada en vigor de la norma, no pueden los operadores comerciales poner en el mercado sus productos fertilizantes que incorporan microorganismos cuya acción es facilitar la disponibilidad de nutrientes para la planta, lo que demanda la entrada en vigor de la norma al día siguiente de su publicación en el BOE, para que las empresas presenten sus solicitudes de inscripción en el registro de fertilizantes de sus productos, sin que deban esperar para ello hasta el 2 de enero de 2018 o el 1 de julio de 2018 (en función de la fecha de publicación de la norma en el BOE).
Se ha realizado la consulta a las comunidades autónomas y entidades del sector, con dos audiencias, pues después de la primera se modificó el texto para adaptarlo a la nueva Ley 39/2015, de 1 de octubre, y se hizo nueva consulta.
Asimismo, el proyecto será sometido al procedimiento de información en materia de normas y reglamentaciones técnicas y de reglamentos relativos a los servicios de la sociedad de la información, previstos en la Directiva (UE) 2015/1535, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de septiembre de 2015, por la que se establece un procedimiento de información en materia de reglamentaciones técnicas y de reglas relativas a los servicios de la sociedad de la información, así como a lo dispuesto en el Real Decreto 1337/1999, de 31 de julio por el que se regula la remisión de información en materia de normas y reglamentaciones técnicas y reglamentos relativos a los servicios de la sociedad de la información.
Finalmente, se solicitará el dictamen preceptivo del Consejo de Estado.
C) ANÁLISIS DE IMPACTOS

1.- IMPACTO SOBRE LA ADECUACIÓN DE LA NORMATIVA ESTATAL AL ORDEN DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS.

Lo dispuesto en este real decreto tiene el carácter de normativa básica, al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.13ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. La regulación contenida en los apartados dos, tres, cuatro y trece del artículo único, y el anexo III, se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.16ª y 23ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre  bases y coordinación general de la sanidad, sanidad exterior y legislación básica sobre protección del medio ambiente, respectivamente.
Según reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional, la competencia estatal en materia de ordenación general de la economía “… puede abarcar «tanto las normas estatales que fijen las líneas directrices y los criterios globales de ordenación de un sector concreto como las previsiones de acciones o medidas singulares que sean necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de la ordenación de cada sector (SSTC 95/1986, 213/1994, etc.)» (STC 21/1999, de 25 de febrero, FJ 5). Y ello a condición de que el referido título competencial no alcance a «incluir cualquier acción de naturaleza económica, si no posee una incidencia directa y significativa sobre la actividad económica general (SSTC 186/1988 y 133/1997), pues, de no ser así, "se vaciaría de contenido una materia y un título competencial más específico" (STC 112/1995)» (STC 21/1999, FJ 5), sin que de la invocación del interés general que representa el Estado pueda resultar otra cosa por cuanto, según hemos dicho, el mismo se ha de materializar a través del orden competencial establecido, excluyéndose así la extensión de los ámbitos competenciales en atención a consideraciones meramente finalísticas (SSTC 75/1989, de 24 de abril, 13/1992, de 6 de febrero).” 

Específicamente, ha dictaminado el TC, en la reciente STC 31/2010, FJ 95, que “que el precepto estatutario impugnado contrae la competencia autonómica al «desarrollo y la gestión de la planificación general de la actividad económica», lo que presupone necesariamente la existencia de la competencia estatal sobre las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica (artículo 149.1.13 CE) que, según nuestra reiterada doctrina, incluye la ordenación general de la economía, debiendo remitirnos, en lo que se refiere a la participación autonómica prevista, a lo que diremos en los fundamentos jurídicos 111 y 115.”
Por otro lado, la STC 42/83, de 20 de mayo de 1983, FJ 5, aclaró (el subrayado es nuestro) que “…. El Tribunal comparte, en términos generales, la afirmación de que las competencias de autorización, control e inspección, no pueden incluirse en la actividad de coordinación, sin que, por las razones ya expuestas al referirnos al apartado 3, sea necesario tratar ahora del carácter del Registro. Es, pues, necesario examinar si estas competencias pueden corresponder o no al Estado en virtud de algún otro título competencial.


En relación con la autorización y Registro de los productos (drogas, productos estupefacientes, psicotrópicos o similares, especialidades farmacéuticas y sus materias primas y demás productos sujetos a registro farmacéutico, fitosanitarios y zoosanitarios), del material o instrumental médico, terapéutico o sanitario y de los laboratorios, centros o establecimientos que los produzcan, elaboren o importen, debemos afirmar que pueden incluirse en las «bases» de la sanidad y, por tanto, son de competencia estatal, de acuerdo con las consideraciones expuestas en nuestra anterior Sentencia de 28 de abril de 1983.
Dentro de dicho marco, se mantiene el Registro de productos fertilizantes a nivel nacional puesto que se trata de productos potencialmente peligrosos para la salud o el medio ambiente, dependiendo de la materia prima que se utilice, el tratamiento que sufra y los contenidos en contaminantes y patógenos. Este registro, heredero del anterior Registro de fertilizantes y afines, lleva funcionando desde la publicación del Real Decreto 824/2005 y desde entonces se han inscrito más de 1.400 productos, habiendo estudiado más de 1.800 expedientes. Teniendo en cuenta la heterogeneidad de los productos a inscribir (debido a su propia naturaleza orgánica) es conveniente centralizar su autorización para evitar diferencias de criterio y trato entre comunidades autónomas. Igualmente, es importante el ahorro de personal en cuanto al estudio y tramitación de dichos expedientes. En la actualidad, cada expediente se somete al estudio de tres direcciones generales (dos de este ministerio y otra del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad) y en el caso de determinadas materias primas 8de origen animal), también es analizado por la Dirección General de Sanidad de la Producción Agraria del MAGRAMA; es decir, el registro es gestionado únicamente, por 3 ó 4 personas, evitando el exceso de personal que sería necesario si en cada Comunidad Autónoma existiera un registro.”
No existen antecedentes de conflictividad en esta materia. 

2.- MEDIDAS PARA LA IMPLEMENTACIÓN Y EVALUACIÓN DE LA NORMA.
En la disposición final única del proyecto se establece que la entrada en vigor sea el día siguiente al de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado”. 
3.- IMPACTO ECONÓMICO Y PRESUPUESTARIO.

IMPACTO ECONÓMICO Y REDUCCIÓN DE CARGAS

a. Impacto económico.

El proyecto de real decreto no tiene impacto económico puesto que se trata de modificaciones técnicas que buscan la adaptación de la normativa nacional a las nuevas disposiciones legales, al progreso técnico y a los conocimientos científicos. En todo caso, supondrá un beneficio para los agricultores y fabricantes de estos productos, velando por la calidad de los mismos, así como evitando en la medida de lo posible la competencia desleal y la información engañosa o fraudulenta; sin olvidar la aprobación de nuevos tipos de productos fertilizantes que han demostrado su eficacia en la producción agrícola en España.
b. Análisis del impacto sobre las cargas administrativas.
Se realiza un análisis de las cargas administrativas.

No se modifican las cargas existentes para el registro de un producto fertilizante. Lógicamente, al incluirse nuevos tipos, los solicitantes deberán acompañar a la solicitud de inscripción la correspondiente documentación, pero no se adiciona la exigencia de nuevos informes o documentos.

Por ello, el impacto en materia de cargas administrativas es nulo.

c. Impacto en los Presupuestos Generales del Estado.
El proyecto no supone ningún impacto presupuestario distinto al que ejercía la normativa que se modifica como consecuencia de la entrada en vigor de este real decreto.
La aplicación de las previsiones contenidas en este proyecto, serán asumidas por tanto, con los actuales medios materiales y personales previstos para la aplicación de la actual normativa sin que ello implique, en ningún momento, modificación y/o aumento ni de sus dotaciones ni de sus redistribuciones.

4.- IMPACTO POR RAZÓN DE GÉNERO

El impacto en función del género del proyecto es nulo a efectos de lo previsto en el artículo 24.1.b) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

5.- IMPACTO NORMATIVO 

La aprobación del proyecto permite una mayor seguridad jurídica en la normativa sobre abonos. 
6.-OTROS IMPACTOS.

No existen impactos de carácter medioambiental, ni en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 

Tampoco presenta impactos en lo que respecta a la infancia, tal y como exige el artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, ni a la familia, de acuerdo con lo previsto en la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de protección a las familias numerosas. 

En la elaboración de esta norma se han tenido en cuenta los principios contenidos en la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado, entre ellos, la necesidad y proporcionalidad de la regulación.

Madrid, 18 de enero de 2017.
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